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			EXPLICACIÓN 
DEL PROYECTO DE CONSTITUCIÓN: FINALIDADES Y MODIFICACIONES PRINCIPALES

		

		

		

			PRESENTACIÓN GENERAL

			El trabajo sobre el presente proyecto de Constitución se inició en febrero de 2023, con la participación de docentes del área de Derecho Constitucional de la Facultad y del Departamento Académico de Derecho de la Pontificia Universidad Católica del Perú.

			El trabajo comenzó con una evaluación de los problemas que presenta la Constitución peruana de 1993, tanto en su consistencia interna como en la crisis política que se ha generado con ella y que ha ido agravándose constantemente hasta la actualidad. El propósito fue hacer una propuesta de Constitución Política del Perú para la discusión pública, así como para la enseñanza del Derecho Constitucional. Contiene aportes de estudios teóricos de la especialidad constitucional, de experiencia peruana y comparada en materia de hechos y procesos constitucionales y, también, los resultados de la reflexión producto de la enseñanza en aulas de clase universitarias.

			El grupo de docentes que ha participado en el trabajo es el siguiente: Marcial Rubio Correa (coordinador), Rocío Villanueva Flores, David Lovatón Palacios, Abraham Siles Vallejos, Elena Alvites Alvites, Francisco Eguiguren Praeli, Jorge León Vásquez, Erika García-Cobián, Pedro Grández Castro, Ana Neyra Zegarra y Juan Carlos Díaz Colchado, quien, además de sus aportes personales, ha actuado como secretario ejecutivo del grupo.

			El proyecto de Constitución que presentamos expresa la opinión de las y los profesores mencionados en el párrafo inmediatamente anterior. Si bien tenemos amplios puntos de acuerdo sobre el tema constitucional, algunas decisiones se tomaron por mayoría de votos en las sesiones de trabajo. El proyecto no contiene una opinión institucional de la Pontificia Universidad Católica del Perú.

			La elaboración del presente proyecto de Constitución ha contado con el apoyo institucional permanente de la Facultad de Derecho, del Departamento Académico de Derecho, de la Maestría de Derecho Constitucional y del Grupo de Investigación en Derecho Constitucional y Derechos Fundamentales (Gidcydef) de la Pontificia Universidad Católica del Perú. Es un trabajo generado a partir de la autonomía universitaria y la libertad de cátedra, principios constitucionales rectores de la vida universitaria.

			

			Esta explicación se ocupa de los principales aspectos modificados en relación a la Constitución vigente de 1993. No es un tratamiento sistemático de su contenido en forma de texto introductorio al estudio del Derecho Constitucional.

			SOBRE EL PREÁMBULO Y EL TÍTULO PRELIMINAR

			La propuesta que se alcanza al debate público propone hacer un cambio sustancial al inicio de la Constitución. En ese sentido, se reformula el preámbulo y se incorpora un título preliminar que recoge los llamados principios fundamentales de la sociedad y del Estado peruanos para dotar de unidad teleológica a todo el texto constitucional. 

			SOBRE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES

			El tratamiento de los derechos fundamentales figura en dos ámbitos distintos y complementarios de la Constitución: el Título Preliminar, referido a los principios fundamentales; y el Título I, referido a la persona y la sociedad, que contiene la enumeración de los derechos fundamentales de la persona. 

			El Título Preliminar contiene las siguientes normas referidas a derechos fundamentales:

			
					En primer lugar, el artículo XI, según el cual las normas relativas a derechos y libertades constitucionales se interpretan de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y con los acuerdos internacionales sobre dichas materias, ratificados por el Perú.

					En segundo lugar, el artículo XII contiene una regla hermenéutica, según la cual toda disposición constitucional se debe interpretar siempre conforme al Título Preliminar y al derecho internacional de los derechos humanos. Este dispositivo establece la primacía de los derechos fundamentales en toda aplicación constitucional, así como la eficacia de los derechos fundamentales y la consecución del bien común (artículo II del Título Preliminar).

					Entre los contenidos del Título Preliminar, destacan la dignidad humana (artículo I), el derecho y deber al trabajo (artículo III), así como la salud, educación y seguridad integral sin discriminación alguna (artículo V)

			

			Sobre el conjunto de derechos declarados, destacan las siguientes modificaciones en relación a la Constitución de 1993:

			

			
					Se ha perfeccionado la elaboración conceptual de los derechos incorporando, cuando fue el caso, nuevos elementos teóricos, así como también las precisiones que ha realizado la jurisprudencia constitucional.

					Se ha incluido la discapacidad y la edad como cláusulas expresas de no discriminación.

					Se ha abolido la pena de muerte.

					Se ha agregado el derecho a la privacidad e integridad mental frente a las nuevas tecnologías que se vienen desarrollando en el ámbito de las neurociencias, porque es un ámbito de afectación contemporánea de dichos derechos.

					En el artículo 64° del proyecto constitucional, se ha declarado el derecho a vivir en una sociedad libre de corrupción, paralelamente al establecimiento de un sistema de integridad pública y lucha contra la corrupción.

					Se ha establecido el derecho a internet.

					Los derechos no pueden impedir la adecuada fiscalización tributaria sometida a las reglas de reserva que la Constitución y las leyes especiales establecen. Por ello, en el artículo 2°, inciso 6, se ha incluido la atribución de SUNAT de solicitar el levantamiento del secreto bancario, la reserva tributaria y la reserva bursátil.

					Se ha establecido que hombres y mujeres libres de impedimento matrimonial pueden formar un hogar de hecho.

					Se ha regulado con mayor detalle la detención policial en caso de flagrante delito, para garantizar a los detenidos la información sobre su situación y sobre los derechos que les asisten en tal situación.

					Luego que el Congreso desnaturalizó las consultas por referéndum popular exigiendo controles de los poderes públicos, en el artículo 31° se ha establecido que la iniciativa de referéndum para la reforma constitucional, una vez producida en la forma correcta, no puede ser sometida a trámite ni opinión favorable previos de ningún órgano del Estado.

			

			En el Estado de Derecho coexisten los deberes y los derechos como una díada inescindible. Por ello, el artículo 39° del Proyecto de Constitución contiene una enumeración no taxativa de deberes constitucionales.

			SOBRE UNA POLÍTICA CONSTITUCIONAL ANTICORRUPCIÓN

			La presente propuesta de Constitución considera indispensable establecer una política constitucional anticorrupción. Para ello, asume que un acto de corrupción implica el incumplimiento de un deber posicional o institucional, llevado a cabo en el ámbito público o privado, con el fin o expectativa de obtener un beneficio indebido para quien lleva a cabo el acto o para un tercero, beneficio que puede ser una ganancia económica, sexual, política, etc. Supone transgredir las normas que rigen el cumplimiento de un determinado cargo o función, razón por la cual se puede presentar en distintos ámbitos como el político, judicial, empresarial, educativo o deportivo, entre otros. 

			Somos conscientes de que la corrupción es un problema estructural que captura las instituciones públicas, vacía de contenido el Estado constitucional y viola los derechos humanos, afectando de manera más grave a las personas en pobreza, discriminación histórica y cualquier otra situación de vulnerabilidad. 

			La historia del Perú da cuenta de tales efectos, tanto en los diferentes sectores de actuación estatal y niveles de gobierno, como en el ámbito privado. Actualmente, de acuerdo con la XII Encuesta Nacional sobre Percepciones de la Corrupción en el Perú-2022, encargada por Proética (2022), 8 de cada 10 peruanos percibe que la corrupción ha aumentado en los últimos 5 años, y la mitad de las personas encuestadas considera que esta aumentará en los siguientes 5 años. Asimismo, las personas perciben que la corrupción afecta su economía familiar, disminuye sus oportunidades y las de su familia de obtener empleo, reduce su confianza en los políticos y merma la calidad de los servicios públicos que recibe. La percepción de que la corrupción impacta en la economía familiar de las personas se ha incrementado de 43% en el 2019, a 59% en el 2022. Finalmente, según esta última encuesta, las instituciones que aparecen como aquellas más corruptas son el Congreso de la República (60%), el gobierno de turno [en ese momento, el gobierno del expresidente Pedro Castillo] (42%) y el Poder Judicial (34%). 

			Por otra parte, de acuerdo al índice de medición de la corrupción elaborado por la Contraloría General de la República (2022, p. 68) —consistente en valorar la proporción del daño patrimonial identificado en los servicios de control gubernamental del tipo posterior (auditorias de cumplimiento y servicios de control específico a hechos de presunta responsabilidad)—, el total del perjuicio económico por actos de corrupción e inconducta funcional en el país durante el año 2021 ascendió a 24 mil 262.9 millones de soles. En el nivel del gobierno nacional, el sector transportes es el que generó mayor daño patrimonial (30.2%), siguiéndole el sector educación (17.5%) y salud (14%).

			La gravedad del problema de la corrupción, por su impacto demoledor sobre los derechos fundamentales y el Estado constitucional, exige que el pacto social reserve un espacio en la Constitución para un subsistema de integridad pública y anticorrupción, que considere su dimensión subjetiva, a través del reconocimiento del derecho fundamental a “vivir en una sociedad libre de corrupción”; así como su dimensión objetiva, expresada en la obligación del Estado y la función pública de sujetar su actuación a un conjunto de principios y deberes de prevención, investigación, sanción y reparación de la corrupción.

			En base a estas consideraciones, la presente propuesta de Constitución incorpora las siguientes innovaciones: 

			
					Se incorpora en la parte dogmática de la Constitución el derecho fundamental a “vivir en una sociedad libre de corrupción” (artículo 2°, inciso 25). El reconocimiento explícito de este derecho permitiría transitar de una concepción centrada solo en un principio/directriz de proscripción de la corrupción —interpretado jurisprudencialmente— hacia un subsistema constitucional anticorrupción basado en un sujeto titular del derecho, con capacidad para exigir su eficacia directa y demandar jurídicamente determinadas medidas del Estado para la prevención y lucha contra la corrupción. 

					En la sección que corresponde a la “Función Pública” (artículo 63°), se incluye la obligación de las y los funcionarios públicos, servidores civiles y trabajadores públicos de servir a la nación y al bien común, haciendo referencia explícita a que su actuación se rige por los principios de integridad, transparencia, publicidad, responsabilidad y rendición de cuentas. Asimismo, se añade que la gestión pública se orienta por los principios de eficiencia, eficacia, interculturalidad, enfoque de género y no discriminación.

					La propuesta de Constitución incluye un artículo relativo al deber del Estado de garantizar la integridad en la función pública y de combatir la corrupción, basado en el presupuesto de que la corrupción atenta contra el Estado constitucional, los derechos fundamentales y el bien común (artículo 64°). 

					Se incorpora el deber del Estado de establecer un sistema de integridad pública y lucha contra la corrupción, que articule medidas de naturaleza preventiva, de investigación, sancionatoria y de reparación, en todas las instituciones públicas y en los distintos niveles de gobierno (artículo 64°). 

					En la dimensión relativa a la lucha contra la corrupción, se indica que el sistema debe incluir un conjunto de normas de naturaleza preventiva y sancionatoria frente a la comisión de delitos graves de corrupción, que establezcan impedimentos e inhabilitación para ejercer la función pública, pérdida de licencia, duplicación de la prescripción o imprescriptibilidad de los delitos de corrupción. 

					A la obligación de los funcionarios y servidores públicos de realizar la declaración jurada de bienes y rentas —en los casos que señala la Constitución vigente—, se añade la obligación del Estado de publicar periódicamente en el diario oficial los ingresos que, por todo concepto, perciben los altos funcionarios y otros servidores públicos que señala la ley, en razón de sus cargos (artículo 64°, inciso 8).

					Se amplían las causales de denuncia constitucional contra el Presidente de la República durante su mandato, incluyendo “graves actos de corrupción” (artículo 100°). 

			

			SOBRE LOS PARTIDOS POLÍTICOS

			La experiencia relativa a la regulación jurídica de los partidos políticos en las últimas décadas, ha sido negativa. El Congreso no ha sido capaz de darles una estructura normativa que los haga compatibles con el desarrollo de la democracia y, en lo específico, de la participación ciudadana, derecho fundamental establecido en el artículo 2°, inciso 18, del proyecto.

			Por ello, estimamos indispensable incorporar en la Constitución las siguientes reglas de organización y actividad partidaria: a) el carácter de institución de naturaleza pública de los partidos políticos dado su rol constitucional; b) organización democrática y publicidad de sus decisiones, así como topes al financiamiento privado; c) el financiamiento público de la publicidad electoral; y d) la permanencia de los partidos en el registro electoral debe supeditarse a su real funcionamiento orgánico. 

			En última instancia, este proyecto normativo constitucional busca lograr que los partidos políticos existan, sean organizados y tengan la conducción que les den los dirigentes elegidos por las bases partidarias. Igualmente, hay vinculaciones especiales de las normas constitucionales sobre partidos políticos con el artículo 2°, inciso 18, sobre participación política y el artículo 64°, que organiza las normas sobre sistema de integridad pública y lucha contra la corrupción.

			SOBRE EL RÉGIMEN ECONÓMICO CONSTITUCIONAL

			Sin duda, el capítulo económico de la Constitución vigente es uno de los que ha generado mayor debate político y social. Un sector del país lo considera uno de los pilares más importantes que permitió el crecimiento económico del Perú en las últimas dos décadas. Otro sector, en cambio, lo considera como uno de los principales responsables de la aguda desigualdad que existe. En ese contexto binario y polarizado, mientras un sector postula que no hay que tocar el capítulo económico, el otro postula que hay que sustituirlo por completo.

			Ante ello, consideramos que el rol de la academia es intentar de superar ese escenario binario, hacer un balance jurídico de dicho capítulo y eventualmente plantear algunas reformas al mismo para mejorar el marco constitucional que regula el sistema económico. En ese sentido, la presente propuesta parte de una valoración positiva de varios aspectos del capítulo económico de la Constitución vigente, como la autonomía constitucional del Banco Central de Reserva (BCR), el principio de subsidiariedad del rol empresarial del Estado, la posibilidad de resolver controversias comerciales ante arbitrajes internacionales, entre otros, que se mantienen en la propuesta.

			En relación al principio de subsidiariedad, el artículo 67°, segundo párrafo, de la propuesta lo mantiene, porque consideramos que el marco constitucional debe asegurar un manejo responsable y no populista de los recursos públicos. No hay que olvidar que en nuestra historia republicana reciente muchas empresas públicas fueron tomadas como botín clientelista y de corrupción por el partido político que ganaba las elecciones. Un aspecto importante que insistir, luego del diálogo sostenido con algunos docentes universitarios de otras ciudades del país, es que este principio de subsidiariedad no prohíbe la creación de empresas públicas, como algunos sectores creen. Lo que hace este principio es limitar, pero no prohibir, la creación de estas empresas, y para ello obliga a que haya consenso entre Gobierno y Parlamento en torno a ello, lo que se reflejará en la aprobación de una ley.

			Por otro lado, también consideramos que hay algunos aspectos que podrían ser mejorados. Así, precisamos en el artículo 65°, tercer párrafo, de la propuesta el rol promotor del Estado en el mercado, para el cumplimiento de los derechos sociales como salud o educación. A su vez, en el artículo 68°, primer párrafo, de la propuesta proponemos reforzar el rol regular del Estado del mercado con la creación de un órgano constitucional autónomo que vele por la libre competencia y el buen funcionamiento del mercado; una suerte de Indecopi reforzado.

			

			Una reforma que planteamos es la derogación del artículo 62° de la Constitución vigente que consagra los denominados “contratos-ley”, contratos suscritos con algunos grandes inversionistas con una protección constitucional reforzada. En primer lugar, consideramos que la libertad de contratar —como derecho fundamental— ya está consagrada y protegida por el artículo 2°, inciso 15, de esta propuesta de reforma constitucional.

			En segundo lugar, consideramos que no es necesario recurrir a una protección reforzada de la libertad de contratar para atraer grandes inversiones, pues la mejor seguridad jurídica que el Perú puede ofrecer a tales inversiones es que las posibles controversias jurídicas que surjan con el Estado peruano, se ventilen y resuelvan en un arbitraje internacional, garantía que hemos mantenido tanto en el referido artículo 2°, inciso 15, de la propuesta como en el artículo 69°, tercer párrafo.

			SOBRE EL MEDIO AMBIENTE

			En la Constitución vigente, los temas referidos al medio ambiente están regulados en el capítulo económico. Ante ello, consideramos que un aspecto tan esencial como la preservación y cuidado del medio ambiente merece que sea regulado en un capítulo nuevo, en línea de la sostenida jurisprudencia del Tribunal Constitucional (TC) que ha desarrollado la Constitución ambiental en el Perú.

			Por ello, dentro del Título II proponemos el Capítulo I denominado “Del ambiente y de los bienes naturales”. Etimológicamente, proponemos incorporar la expresión “bienes naturales” en lugar de la actual expresión “recursos naturales”, para remarcar que la naturaleza y el medio ambiente en general son un bien común que nos interesa a todos. Si bien los bienes naturales pueden ser explotados y aprovechados, tal explotación debe ser sostenible ambientalmente y preservarla para las generaciones futuras.

			En el artículo 40° de la propuesta mantenemos la propiedad del Estado sobre los bienes naturales: “son patrimonio de la Nación” y el “Estado es soberano en su aprovechamiento”. Pero, agregamos que lo hace protegiendo el medio ambiente y en el marco de los compromisos internacionales adquiridos por el Perú.

			En el artículo 41°, primer párrafo, proponemos que la protección del medio ambiente sea un “deber constitucional” tanto del Estado como de los particulares, para remarcar que no solo es una responsabilidad estatal, sino de toda la sociedad.

			

			Por su parte, en el artículo 41°, segundo párrafo, de la propuesta, planteamos que el agua debe contar con especial protección constitucional y que su consumo humano debe ser una prioridad, en línea de la reforma constitucional que ya fue aprobada en el año 2017 y que consagró el derecho fundamental a acceder al agua potable y la prioridad de su consumo humano.

			Asimismo, el artículo 43° de la propuesta plantea una especial protección a favor de la Amazonía que no solo es patrimonio del Perú, sino de toda la humanidad. En esa línea, mantenemos la posibilidad de su desarrollo sostenible que ya está consagrado en la Carta vigente, y agregamos que la comunidad internacional puede contribuir a la protección de la Amazonía en el marco de los tratados internacionales.

			Cabe destacar también que en el artículo 47° de la propuesta, que consagra los deberes primordiales del Estado peruano, hemos incluido como uno de esos deberes la protección del medio ambiente a favor de las actuales y futuras generaciones. Esto último es importante, porque sería una consagración constitucional de la solidaridad intergeneracional en el cuidado de la Tierra.

			SOBRE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

			Si bien los pueblos indígenas ya tienen un amplio reconocimiento por el ordenamiento jurídico peruano y en los tratados internacionales ratificados por el Perú, la presente propuesta mantiene la regulación constitucional de las comunidades campesinas y nativas, pues ha sido la forma institucional de muchos pueblos indígenas desde que fueron reconocidas normativamente en el siglo XX. Las comunidades campesinas y nativas son una forma de persona jurídica a las que el ordenamiento constitucional peruano ya les ha reconocido derechos y prerrogativas.

			En esa línea, en el artículo 44°, la propuesta mantiene la protección que la Constitución vigente ya confiere a las comunidades. Además, en el artículo 45° de la propuesta incluimos, junto con las comunidades, a los pueblos indígenas como titulares de los derechos de propiedad y de posesión sobre sus tierras ancestrales y establecemos la obligación estatal no solo de reconocer tales derechos, sino también de titularlos y registrarlos.

			En la segunda parte del artículo 45° de la propuesta, también planteamos que los pueblos indígenas y las comunidades tienen derecho a gestionar en forma autónoma sus tierras ancestrales, así como los bienes naturales que necesitan para su subsistencia, como las fuentes de agua, los bosques o las plantas medicinales. Esto es muy importante, porque es parte de su derecho a la propiedad colectiva de sus tierras ancestrales y de su derecho a la libre determinación.

			Asimismo, debemos destacar que, en el artículo 46° de la propuesta, se plantea definir a la República del Perú también como “pluricultural”, debido a la rica diversidad cultural de nuestro país. Somos un país en el que vive una pluralidad de pueblos indígenas andinos y amazónicos desde mucho antes que se formara el Estado peruano y, por ende, es pertinente que el ordenamiento constitucional consagre esta pluriculturalidad del Perú. 

			En América Latina, países como México ya consagran este carácter pluricultural sustentado en los pueblos indígenas: 

			La Nación tiene una composición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas que son aquellos que descienden de poblaciones que habitaban en el territorio actual del país al iniciarse la colonización y que conservan sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas.

			Por su parte, en el artículo 181° de la propuesta mantenemos la jurisdicción indígena ya consagrada en el artículo 149° de la Carta vigente, incorporando a los pueblos indígenas junto con las comunidades. También se mantiene el deber de coordinación y cooperación entre la jurisdicción indígena y la jurisdicción del Estado en general.

			En el artículo 213°, segundo párrafo, de la propuesta, se plantea el reconocimiento expreso del derecho a la libre determinación de los pueblos indígenas para el gobierno de territorios indígenas locales. Este derecho fundamental ya está consagrado en diversos instrumentos internacionales y en el bloque de convencionalidad, por lo que correspondería que también se plasme en forma expresa en el texto constitucional.

			SOBRE EL GOBIERNO (ANTES PODER EJECUTIVO), CONGRESO,

			FUNCIÓN LEGISLATIVA Y SENADO

			En esta parte, el proyecto tiene los siguientes objetivos fundamentales:

			
					Modernizar el tratamiento de la organización, atribuciones y contrapesos de la relación entre Gobierno y Congreso.

					Eliminar instrumentos de control que han sido desnaturalizados en la vida política contemporánea, así como a través de modificaciones constitucionales y sentencias de inconstitucionalidad discutibles en torno a ello.

					Establecer mecanismos de control ya existentes, pero con nuevas normas, y añadir otros inexistentes hasta ahora en nuestras constituciones, pero que pueden establecer mejores pesos y contrapesos entre los órganos de gobierno del Estado.

					Establecer un Senado que trabaje para perfeccionar el Estado y que no tenga funciones cotidianas de gobierno, es decir, que sea una suerte de palanca de equilibrio entre Gobierno y Congreso.

					Regular con mayor precisión constitucional aquellos mecanismos ya existentes, desnaturalizados por la praxis política del Congreso, en los dos últimos quinquenios (por ejemplo, las causales de vacancia de la Presidencia de la República o la reconfiguración de la solución de problemas políticos entre Ejecutivo y Legislativo).

			

			El proyecto sustituye la expresión “Poder Ejecutivo” por la de “Gobierno”, la de “Poder Legislativo” por “Congreso”, y establece como un órgano independiente al Senado, de modo que este no forma parte del Congreso. 

			En el Estado contemporáneo, ha dejado de ser cierto que el Poder Ejecutivo solo “ejecuta” o administra, porque también dicta normas con rango de ley en diversas formas; igualmente, hay muchos tribunales administrativos especializados que aplican el Derecho vigente para resolver controversias, aunque sus decisiones son revisables en sede judicial. 
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